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ASUNTO


Siendo las ocho y treinta minutos (08:30 a.m.) de esta fecha, se da inicio a la audiencia por los magistrados integrantes de la Sala de Decisión Laboral de este Tribunal para resolver sobre la apelación concedida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, respecto de la sentencia de 28 de noviembre de 2008 [fls. 35 y s.s.], en el proceso ordinario laboral promovido por ALBERTO FIGUEROA IDARRAGA contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES. 

Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde a la siguiente,

S E N T E N C I A:
I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones.


Se solicita en el petitum de la demanda se condene al Instituto de Seguros Sociales, a reconocer y pagar a favor del demandante el incremento pensional del 14% a que tiene derecho por tener a su cargo a su cónyuge, y que dicho pago se realice de manera retroactiva desde el 1 de abril de 2003, cuando le fue reconocida la pensión. 

2. Hechos Relevantes

Los hechos con relevancia jurídica sobre los cuales la parte actora apoya las anteriores pretensiones se contraen en lo siguiente:


El señor Alberto Figueroa Idarraga es pensionado por vejez del Instituto de Seguros Sociales desde el 01 de abril de 2003, según resolución N° 000825 del mismo año; a su vez fue de la señora Gloria Elena Calle compañero permanente y ahora son cónyuges, por lo que han vivido bajo un mismo techo y ella depende económicamente de él.
II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA y EXCEPCIONES PERENTORIAS

El instituto demandado dentro del término legal otorgado para el efecto, contestó la demanda aceptando la calidad de pensionado del actor, pero manifestando no constarle o no ser ciertos los demás hechos relacionados en la demanda, se opuso a la prosperidad de las pretensiones de la misma y excepcionó INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DEMANDADA” , “INEXISTENCIA DE NORMATIVIDAD QUE CONSAGRE EL DERECHO SOLICITADO”, “INCREMENTOS PENSIONALES, PRESTACIÓN ADICIONAL NO INCLUIDA POR EL SISTEMA DE TRANSICIÓN” PRESCRIPCIÓN” y “GENÉRICAS”. 

III.  LA SENTENCIA APELADA

Mediante decisión de fondo proferida el 28 de noviembre de 2008, el funcionario de primera instancia negó las pretensiones incoadas por el señor Figueroa Idarraga, argumentando que pese a haberse acreditado el vínculo matrimonial con la señora Gloria Elena Calle no se probó que dicha unión hubiera permanecido en el tiempo y menos aún que la pareja haya convivido durante algunos años atrás (del matrimonio) para acreditar la convivencia, ni tampoco que dependiera económicamente de él; es decir, el demandante se quedó corto en las pruebas para cumplir cabalmente con la demostración de las exigencias legales para beneficiarse del reconocimiento y pago de un incremento por personas a cargo.
VI. FUNDAMENTO DE LA APELACIÓN

Se alzó en apelación la parte actora aduciendo que de conformidad con el principio de unidad probatoria, se debió valorar la prueba en su conjunto, con el fin de que no se deje la argumentación de la prestación, a una única prueba contenida en el único testimonio que fue posible practicar, sino que se debió valorar igualmente las afirmaciones realizadas en la demanda y los documentos que las soportan, para verificar que efectivamente existe convivencia entre la pareja conformada entre Alberto Figueroa y Gloria Elena Calle y que ésta depende económicamente de aquel. 
V. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:
Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:
El asunto bajo estudio plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

a.  ¿Se cumplieron por parte del señor Alberto Figueroa Idarraga, los requisitos exigidos por el Acuerdo 049 de 1990, para acceder al beneficio de incremento pensional por personas a cargo, durante su vigencia? 
3. De los requisitos exigidos por el acuerdo 049 de 1990 para acceder al beneficio del incremento pensional por personas a cargo:

El artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de ese año, contempla un incremento del 14% y del 7% sobre la pensión mínima por personas a cargo, cónyuge, compañero (a) permanente e hijos menores de edad, respectivamente, pero para los derechos causados en su vigencia o en aplicación del régimen de transición determinado en el artículo 36 de la Ley de Seguridad Social Integral en lo que se refiere a pensiones de vejez o para las de invalidez de origen no profesional estructuradas en su vigencia. Dice la norma aludida: 

“Artículo 21. INCREMENTOS DE LAS PENSIONES DE INVALIDEZ POR RIESGO COMÚN Y VEJEZ. Las pensiones mensuales de invalidez y de vejez se incrementarán así:

a) En un siete por ciento (7%) sobre la pensión mínima legal, por cada uno de los hijos o hijas menores de 16 años o de dieciocho (18) años si son estudiantes o por cada uno de los hijos inválidos no pensionados de cualquier edad, siempre que dependan económicamente del beneficiario y,

b) En un catorce por ciento (14%) sobre la pensión mínima legal, por el cónyuge o compañero o compañera del beneficiario que dependa económicamente de éste y no disfrute de una pensión.

Los incrementos mensuales de las pensiones de invalidez y de vejez por estos conceptos, no podrán exceder del cuarenta y dos por ciento (42%) de la pensión mínima legal.” [Subrayado fuera de texto]

Debe entenderse que, por virtud de la aplicación de la ley en el tiempo, los pensionados bajo las condiciones del régimen de transición dispuesto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 deben cumplir todos los requisitos contemplados en el artículo 21 del referido Acuerdo 049 de 1990 si desean hacerse merecedores a los beneficios allí contemplados, lo que significa, ni más ni menos, que las circunstancias que dan origen a los mentados incrementos por personas a cargo deben darse en vigencia de la norma en virtud de la cual se reconoce el derecho principal de la pensión, para acceder al mayor porcentaje de la mesada básica pensional, que es lo accesorio. Lo contrario daría lugar a la violación del Principio de Inescindibilidad –Conglobamento- según el cual, cuando de aplicar normas favorables al trabajador se trate, se debe aplicar la escogida en su integridad, porque el artículo 21 del Código Sustantivo del Trabajo repugna utilizar y mezclar las varias normas favorables para aplicarlas todas formando una lex tertia que no tolera el derecho laboral.     

La aludida intelección de la norma corresponde a su verdadero sentido, porque no podría ser justo que, habiéndose concedido el derecho principal de la pensión en vigencia de una norma actualmente derogada, se acojan circunstancias nacidas en vigencia de otras disposiciones que ya no contemplan los incrementos pensionales. Ello implicaría darle aplicación a condiciones y circunstancias nuevas respecto de requisitos legales derogados actualmente y no aplicables, con grave perjuicio a la sostenibilidad financiera del Sistema General de Pensiones de la Ley de Seguridad Social, en los términos del artículo 48 de la Constitución Nacional, con la adición del Acto Legislativo 1 de 2005, artículo 1º.    
4. Caso concreto:

No cabe duda alguna de que el actor, Alberto Figueroa Idarraga, es pensionado por vejez por el Instituto de Seguros Sociales, a través de la Resolución N° 000825 de 26 de marzo de 2003 [fl. 10], a partir del 1º de abril de 2003; así mismo en el contenido de dicho acto administrativo se establece que la prestación se concede en virtud de lo dispuesto en el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, régimen de transición al cual accedió por cumplir los presupuestos del artículo 36 de la Ley 100 de 1993. También hay prueba suficiente del matrimonio que contrajo con Gloria Elena Calle Flórez el 16 de enero de 2006 [fl. 9]. Sin embargo el único testimonio arrimando al proceso y que corresponde al del señor Carlos Enrique Tabares Aguirre [fl. 33], no ofrece certeza ni claridad acerca del inicio de la convivencia entre el demandante y la señora Calle Flórez, y si la misma ha perdurado en el tiempo, ni mucho menos que ésta dependa económicamente de él. 

En efecto, en el caso de marras, la pretensión fue delimitada por el apoderado del actor en los siguientes términos “Se condene al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, a reconocer y pagar a favor del señor ALBERTO FIGUEROA IDARRAGA, el incremento pensional del 14% a que tiene derecho por tener a cargo a su cónyuge la señora GLORIA ELENA CALLE FLOREZ”; nótese como la solicitud de incrementos se fundamenta en el hecho de tener a su cargo a su cónyuge, situación que es acreditada con copia auténtica del registro civil de matrimonio, del cual se extracta que la celebración de dicho acto lo fue el 16 de enero de 2006 (fl. 9) luego no se puede hablar de que dicha circunstancia especial en la cual se basa el derecho a incrementar la pensión de vejez de conformidad con el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, haya ocurrido en vigencia de esa legislación, lo que a todas luces implica el no cumplimiento de los requisitos allí establecidos y por ende la negación del derecho.
Si en gracia de discusión se acogieran los fundamentos fácticos de la demanda en relación a que inicialmente se trataba de su compañera permanente, la pretensión tampoco podría salir avante, toda vez que, el único testigo allegado por la parte interesada, no aporta siquiera, mínimamente información acerca del inicio de la vida en pareja de los señores Figueroa y Calle, al manifestar “no se desde cuando vive con ella”, “no se si son casados o viven juntos”, lo que impide determinar por supuesto, si dicha convivencia nació en vigencia de la normatividad que contempla el derecho invocado, por lo que tampoco se acogerían las pretensiones bajo estos argumentos.
En conclusión, como la condición de “cónyuges” surgió cuando ya no estaba rigiendo el Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año,  queda incumplida la requisitoria para acceder al incremento deprecado. 

Razones más que suficientes para confirmar lo decidido en primera instancia, incluyendo la condena en costas de primera instancia, conforme al artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el numeral 198 del artículo 1º del D.E. 2282 de 1989 y 42 de la Ley 794 de 2003. En esta Sede costas no se causaron.

A tono con lo discurrido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia objeto de apelación. En esta Sede costas no se causaron.

Notificación surtida en estrados. Para constancia se suscribe la presente acta. 

Los Magistrados,

ANA LUCIA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria
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